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Abril cuatro (04) de Dos Mil Veintidós (2022). 
 

INTROITO: 

No observándose causal que invalide lo actuado, procede el Despacho a resolver lo que en 

derecho corresponde sobre la Acción de Tutela presentada MAGALY RUEDA BARROS 

actuando en nombre propio contra IVON LIÑAN por la presunta vulneración al derecho 

fundamental de INTIMIDAD FAMILIAR 

ANTECEDENTES / HECHOS / PRETENSIONES: 

1. “El pasado 27 de febrero del año en curso, sobre las 5:08 p.m., nuestro hijo 

EMANUEL DAVID RAMIREZ RUEDA de 9 años de edad, se encontraba jugando 

futbol en una zona del parque de niños, o da vez que la Constructora del Conjunto 

no ha realizado la entrega de las zonas de juegos deportivos (canchas) cuando al 

parecer accidentalmente la pelota golpeo la ventana de la casa 42 y también las tejas 

del salón de juegos para los niños. 

2. La señora IVON LINAN, sin mediar comunicaci6n alguna con nosotros, public6 una 

fotografía de nuestro hijo en el chat del Conjunto, estigmatizándolo y sometiéndolo 

al escomió público. 

3. Cuando observamos el comentario en el chat, inmediatamente corregimos al niños 

para que no jugaran en ese espacio y procedimos a indicaren el mismo chat que si 

habla lugar a pagar algún dando causado se nos informara y por supuesto, a solicitar 

que se borrara la foto del niño toda vez que no es permitido publicar fotos de los 

menores de edad sin autorizaci6n de las padres, además de ser una actividad nomas   

de juego, no de vandalismo come pretende denigrar esta señora, que dicho sea de 

paso, no se causó ningún daño. 

4. La señora IVON LINAN, ratific6 en el chat su comentario e insiste en el incidente y 

se niega a retirar la foto de nuestro hijo del chat, para el contrario, deliberadamente 

nos increpa para corregir a nuestro hijo, cuando claramente se trat6 de un juego 

simplemente, aun así, actuamos inmediatamente, pero esta señora insiste en dejar 

expuesto a nuestro ni me ante los demás residentes y hace caso omiso a nuestra 

solicitud 

5.  En el Conjunto aún no hay admlnistraci6n definitiva, sin embargo, nosotros somos 

respetuosos de los demás copropietarios y de las elementales normas de convivencia, 

pero no es justo que par alga tan sencillo que es un golpe de un balón en una ventana, 

sin ningún daño, publique fotos de nuestro hijo y lo muestre ante los demás residentes 

como un vándalo, Maxime cuando nosotros actuamos ipso facto. 
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6. Nuestro niño se encuentra trise ya que sus amigos se burlan porque le tomaron foto, 

el mal proceder de la señora JVON LINAN abono la puerta a que los demás niños le 

hagan bullying para este tema. 

7. El proceder exagerado Y abusivo de la señora IVON LINAN viola el artículo 15 de 

la Constitución nacional, que consagra el derecho a la intimidad personal y familiar; 

artículo 21, derecho a la honra; artículo 44 Y 45 que consagra la protecci6n de la 

niñez y de los jóvenes. 

8.  Bajo la gravedad del juramento manifiesto que los suscritos no hemos instaurado 

acción de tutela para reclamar te derecho, que más que Justo es de premura toda vez 

nuestro hijo se siente discriminado por los residentes del Conjunto. 

PETICIONES 

Con fundamento en los anteriores hechos, comedidamente solicito al Señor Juez: 

1. Que se conceda la acción de tutela. 

2. Se ordene a la señora IVON LINAN, retirar del Chat las fotos que publicó de nuestro 

hijo, advirtiéndole que no puede publicar fotos de nuestro hijo. 

ACTUACIONES PROCESALES 

Mediante auto de fecha, 07 de marzo de 2022 se procedió a ADMITR la presente acción 

constitucional y ordenar oficiar al parte accionado IVON LIÑAN., para que dentro del plazo 

de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del recibido del oficio alleguen por 

DUPLICADO el informe respectivo a fin de que rinda informa a los hechos expuestos. 

La accionada, IVON LIÑAN. en fecha 09 de marzo 2022, contesto a los hechos lo 

siguiente:  

1. “El pasado domingo 27 de febrero del presente año, siendo las 5:08 pm me 

encontraba con mi señora madre viéndonos una película, cuando de repente 

escuchamos un ruido fuerte del golpe que ocasionaron un grupo de niños golpeando 

la pared, el techo, las lámparas del salón comunal y la ventana de mi vivienda del 

conjunto residencial Yarumo ubicado en la transversal 1b sur # 67-73, como 

copropietaria de la casa 42 me asome y les hice unas recomendaciones de forma 

amable y respetuosa a los niños y adolescentes involucrados, los cuales no tuvieron 

presente y siguieron con el juego y la burla ante las recomendaciones dadas, teniendo 

en cuenta que fui sometida a burla por parte de los menores procedí a tomarle una 

foto con el único objetivo que los niños y adolescentes pararan el juego y de la misma 

manera la publique en el grupo interno de WhatsApp que tenemos en el conjunto 

para que los padres reconocieran a sus hijos y les hicieran las recomendaciones 

pertinente, NOTA ACLARATORIA: No lo hice con el ánimo de violarles los derechos 
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a la intimidad de los niños ni para exponerlos al escarnio público como se plantea 

en la tutela, siendo que no escribí nombres propios, ni expuse el número de la casa, 

puedo enfatizar y recalcar que somos nuevos de vivir en el conjunto por ende no 

conozco los niños ni sus nombres, tampoco conozco a los padres, ni mucho menos 

las viviendas de cada uno, es por esto que tome la iniciativa de compartirlo en el 

grupo de WhatsApp del conjunto siendo que es el medio de comunicación que 

tenemos como comunidad, como ciudadana mayor de edad y residente tengo la 

libertad de expresión como se cita en el artículo 20 de la Constitución Política de 

Colombia "Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión. 

Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 

ideas, ya sea oralmente, por escrito, o a través de las nuevas tecnologías de la 

información, el cual no puede estar sujeto a censura previa sino a responsabilidades 

ulteriores expresamente fijadas por la ley." 

2. . Como expuse en el ítem 1 de los hechos, no conozco a los padres ni sus viviendas, 

y enfatizo que no escribí nombres propios en la publicación, lo hice de manera 

general sin estigmatizar a un niño en particular. 

3. Hice la ratificación de lo sucedido debido al audio que enviaron los padres del niño, 

en ningún momento me negué ni exprese que no eliminaría la foto, de hecho, no volví 

a escribir y me retire del chat. 

4. Lo que expresan los padres que todo se dio por un simple juego, juego que puso en 

riesgo la integridad física de mi madre que se encontraba al lado de la ventana que 

golpearon con el balón de futbol, no es tanto el daño material que pudieron haber 

ocasionado si no las lecciones físicas que fuimos expuestos los habitantes de la casa 

42, siendo mi madre una persona de la tercera edad con múltiples comorbilidades 

(tratamientos médicos de diabetes, hipertensa y operada de corazón). 

5. Es totalmente cierto que aún no contamos con una administración definitiva es por 

eso que use el medio practico que tenemos para comunicarnos entre los 

copropietarios del conjunto, reintegro lo expuesto en el ítem 4, una situación sencilla 

para los padres de los menores, pero de gran peligro, miedo y tensión para mi madre 

que en su momento se asustó por el gran impacto que recibió la ventana.  

6. Ofrezco mis disculpas al ocasionarle esa tristeza al menor el cual no fue mi intensión 

hacerlo, mi objetivo principal era que los padres identificaran sus hijos.  

7.  No siento que haya violado el artículo citado ya que no escribí nombres propios, ni 

tampoco tome foto de frente, se puede ver que fue de perfil, y fueron publicadas en el 

grupo interno de WhatsApp de un semi espacio público del conjunto donde solo 

tenemos acceso los copropietarios residentes; de igual manera reconozco mi error y 

prometo no volver hacerlo  

8.  Bajo la gravedad a la que se dio lugar a esta tutela le pido disculpas a los padres de 

familia y al menor involucrado, teniendo en cuenta que no lo volveré hacer y tendré 
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presente las consecuencias que traen este tipo de actos apresurados en momentos de 

pánico. 

PETICIONES:  

Solicito de manera respetuosa al señor juez se sirva explicarme y/o orientarme cómo puedo 

emendar el error, ya que la aplicación de WhatsApp no permite eliminar fotos después de 

transcurrida las 24 horas desaparece la opción eliminar para todos y solo queda la opción 

eliminar para mí, de igual manera el grupo del WhatsApp tiene temporizador activado lo 

que quiere decir que todos los chats después de 7 días de haber sido enviados desaparecen 

automáticamente y el hecho se presentó el día 27 de enero hasta hoy 8 de marzo ya cumplió 

los 10 días. 

COMPETENCIA 

 

De conformidad con el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, es competente para resolver de 

la tutela cualquier juez del lugar donde se surtan los efectos de la actuación impugnada, y 

como los efectos de la omisión en el presente caso tiene lugar en jurisdicción de este Juzgado, 

tenemos la competencia para conocer del asunto en primera instancia.  

 

 

CONCEPTO Y NATURALEZA DE LA ACCION DE TUTELA 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS LEGALES 

 

La TUTELA es el mecanismo de protección de los derechos fundamentales introducido en 

nuestro ordenamiento jurídico por la Constitución de 1991, en cuyo artículo 86 preceptúa 

que se trata de una acción constitucional que puede ser interpuesta por cualquier persona, en 

todo momento y lugar, para reclamar ante los Jueces de la Republica la protección inmediata 

y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados 

o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, 

en los casos establecidos en la ley. Sin embargo, de acuerdo con los artículos 6 y 8 del Decreto 

2591 de 1991, esta acción resulta improcedente, entre otras causales de improcedencia, 

cuando existen otros recursos o medios de defensa judiciales o administrativos para proteger 

los derechos fundamentales del accionante, como quiera que la acción constitucional de tutela 

tiene un carácter residual y subsidiario frente a otros recursos o medios de defensa 

administrativos o judiciales considerados principales, por lo que su objetivo no puede ser el 

de suplantarlos, salvo que se recurra a la tutela como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable. La acción de tutela está reglamentada por los Decretos 2591 de 1991, 

306 de 1992 y 1382 de 2000. 

 

La acción de tutela se constituye en un mecanismo excepcional consagrada en el artículo 86 

de la Constitución Política de Colombia  para la protección efectiva de los derechos 

fundamentales de las personas siempre que se vean vulnerados o amenazados por la acción 

u omisión de una autoridad pública o por los particulares en los casos expresamente señalados 
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por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. La Constitución Política de Colombia no solo 

consagró en forma expresa un determinado número de derechos considerados como 

fundamentales ya antes reconocidos por organizaciones supranacionales, sino que además 

instituyó un mecanismo especial para brindarle protección jurídica a tales derechos cuando 

resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas o de 

los particulares en los casos determinados en la ley. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 86 de la Constitución Política.  “Toda persona 

tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 

nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública.” 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela es procedente frente a los 

particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte o grave 

directamente el interés colectivo, o respecto de quien el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 del Estatuto Fundamental, ha sido establecida 

como un mecanismo de carácter excepcional que se encuentra encaminado a la protección 

directa, efectiva e inmediata, frente a una posible violación o vulneración de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos, bien sea por parte de las autoridades públicas, ya por la de 

particulares en los casos previstos en la ley. Tal como lo ha venido sosteniendo en múltiples 

oportunidades la Honorable Guardiana de la Constitución, esta acción constitucional no es 

procedente cuando quien la instaura dispone de otro medio de defensa judicial de su derecho, 

a menos que se instaure como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Es decir, y en este sentido realizando una interpretación estricta de esta acción de tutela, es 

requisito indispensable la inexistencia de otro mecanismo idóneo de defensa judicial, a través 

del cual se pueda reclamar válida y efectivamente, la protección del derecho conculcado. Es 

por ello, que la Honorable Corte en múltiples oportunidades, ha resaltado el carácter 

subsidiario de esta acción constitucional, como uno de sus elementos esenciales. 

 

3. PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 

INTIMIDAD: AUTONOMÍA PERSONAL Y DERECHO A LA INTIMIDAD 

SEXUAL. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA.[22] 

  

El derecho fundamental a la intimidad 

 6. La Carta Política establece la garantía ius fundamental a la intimidad en los siguientes 

términos: 

http://www.ramajudicial.gov.co/
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“ARTICULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su 

buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho 

a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en 

bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 
  
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás 

garantías consagradas en la Constitución. 
  
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo pueden 

ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades 

que establezca la ley. 
  
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e intervención 

del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos 

privados, en los términos que señale la ley.” 

  

7. Para la Corte el derecho a la intimidad garantiza la preservación de un espacio personal, 

aislado a la injerencia de otros. De conformidad con la sentencia T-696 de 1996, la intimidad 

personal es el “área restringida inherente a toda persona o familia, que solamente puede ser 

penetrada por extraños con el consentimiento de su titular o mediando orden dictada por 

autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y de conformidad con la Constitución y 

la ley.”. 

  

9. La Corte en sentencia SU-089 de 1995 expuso que entre los distintos aspectos que 

comprende el derecho a la intimidad se encuentran “los asuntos circunscritos a 

las relaciones familiares de la persona, sus costumbres y prácticas sexuales, su 

salud, 

10.  su domicilio, sus comunicaciones personales, los espacios limitados y legales para 

la utilización de datos a nivel informático, las creencias religiosas, los secretos 

profesionales y en general todo "comportamiento del sujeto  que no es conocido por 

los extraños y que de ser conocido originaría críticas  o desmejoraría la apreciación 

que  éstos tienen de aquel.”. 

  

9. Frente al particular la Corte en sentencia C-282 de 1997 señaló que: “el derecho a la 

intimidad de toda persona y de toda familia, protegido por la Constitución, que las 

autoridades deben respetar y hacer respetar según el precepto mencionado, comprende el 

ámbito reservado e inalienable al que aquéllas se acogen, con total independencia de la 

propiedad o administración del inmueble que las cobija, o del tiempo durante el cual 
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permanezcan dentro de él, por lo cual no es menos susceptible de amparo constitucional la 

casa tomada en arriendo, la habitación de un inquilinato o el cuarto de un hotel, que la casa 

cuyo derecho de dominio puede demostrar quien la habita, o en la cual ha vivido por muchos 

años.”. 

  

10. Como se expuso en sentencia T-233 de 2007, el concepto de intimidad empleado por la 

Corte no se restringe al lugar de habitación, sino que “irradia todo espacio privado en el que 

el individuo desarrolla sus actividades personales, independientemente de que resida 

permanentemente en él.”. En aquel pronunciamiento se reiteró lo expuesto en las sentencias 

C-024 de 1994 y C-041 de 1994 en los siguientes términos: 

  
“Esta Corporación ha precisado que ‘por inviolabilidad de domicilio se entiende en general 

el respeto a la casa de habitación de las personas, lo cual muestra que el concepto de 

domicilio a nivel constitucional no corresponde a su acepción en el derecho civil.’ En efecto, 

ha precisado la Corte, ‘la definición constitucional de domicilio excede la noción civilista y 

comprende, además de los lugares de habitación, todos aquellos espacios cerrados, en donde 

las personas desarrollan de manera más inmediata su intimidad y su personalidad mediante 

el libre ejercicio de su libertad[23]. 
  
Esto muestra que, conforme a tales criterios, la protección del domicilio no comprende 

exclusivamente el lugar de habitación sino que se proyecta a otros espacios cerrados, que son 

importantes para el amparo de la intimidad y del libre ejercicio de la libertad individual. 
  
(…) 
  
En síntesis, conforme a los criterios adelantados por esta Corte, la definición constitucional 

de domicilio ‘comprende, además de los lugares de habitación, trabajo, estudio, todos 

aquellos espacios o recintos aislados en los que la persona normal y legítimamente pretenda 

desarrollar su propia vida privada, separada de los terceros y sin su presencia”. 

  

11. De conformidad con lo expuesto el derecho a la intimidad incluso protege espacios 

privados, adicionales al domicilio del individuo, en los que éste desarrolla actividades que 

sólo le conciernen a sus intereses. Por tal razón, “las grabaciones de imagen o de voz 

realizadas en ámbitos privados de la persona, con destino a ser publicadas o sin ese 

propósito, constituyen violación del derecho a la intimidad personal, si las mismas no han 

sido autorizadas directamente por el titular del derecho y, además, en caso extremo, si no 

han sido autorizadas expresa y previamente por autoridad judicial competente. El resultado 

de la recolección de la imagen o la voz sin la debida autorización del titular implica, sin 

más, el quebrantamiento de su órbita de privacidad y, por tanto, la vulneración del derecho 

a la intimidad del sujeto.”[24]. 
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12. Ha establecido la Corte que el derecho a la intimidad implica la reserva del lugar de 

habitación, o del recinto privado en que se encuentre la persona. Esta Corporación ha 

expuesto que el respeto del derecho a la intimidad espacial está mediada por el 

reconocimiento de tres tipos de lugares en donde ésta se manifiesta de forma diferenciada. 

De conformidad con la sentencia T-407 de 2012, la garantía del derecho a la privacidad 

depende en gran parte del lugar donde tienen lugar las acciones humanas. Desde esa 

perspectiva existen “espacios públicos, en los que el interés general prima sobre el 

particular y por tanto la intimidad se ve ciertamente menguada; espacios privados en los 

que el carácter personalísimo del entorno hace que la protección de la intimidad presente 

un estándar ciertamente más estricto; espacios intermedios, como lo son los semi-privados y 

otros semi-públicos, que integran características tanto públicas como privadas, los 

primeros, respectivamente, relacionados con escenarios “cerrados en los que un conjunto 

de personas comparten una actividad y en los que el acceso al público es restringido” y los 

segundos, con “acceso relativamente abierto en los que diferentes personas se encuentran 

en determinado momento para realizar cierta actividad puntual dentro de un espacio 

compartido: un cine, un centro comercial, un estadio”. 

  

13. En el caso de establecimientos educativos, la Corte ha expuesto que no se tratan de 

espacios públicos o privados sino que caen en la categoría de semiprivados teniendo en 

cuenta que se trata de una comunidad en la cual existen códigos de convivencia y reglas 

preestablecidas, que también comparte cierta intimidad circunscrita a la vida común en el 

contexto cerrado del trabajo y del establecimiento educativo al cual solo acceden los 

trabajadores, o los estudiantes y profesores. “Estos espacios cerrados en los que un conjunto 

de personas comparten una actividad y en los que el acceso al público es restringido, son 

espacios semi-privados y, por ende, las injerencias a la intimidad y demás libertades que se 

ejercen en tales contextos, son limitados. Sin embargo, no son espacios privados, porque las 

acciones de cada uno de los individuos en una oficina, o en un establecimiento educativo, 

tiene repercusiones sociales: no se trata del individuo en su propio ámbito de acción, sino 

del individuo en una comunidad.”[25]. 

  

14. Sin embargo, la Corte ha expuesto que a pesar que en los espacios semi-públicos como 

los semi-privados la mayoría de las actividades que llevan a cabo las personas tienen 

repercusiones sociales, aun así, pueden existir algunas acciones o actividades que solo 
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interesan a la persona que las realice, y que de ninguna manera pueden ser objeto de 

restricciones (en lugares de servicios personales, de vestuario o descanso)[26]. 

  

15. A su vez, ha determinado que en los espacios semi-privados y semi-públicos “son 

cerrados y exigen cierto comportamiento a las personas, pero se diferencian por el mayor o 

menor grado de acceso público a los mismos, o por la permanencia de determinado grupo 

de personas en dicho lugar, o por el mayor o menor efecto social de las conductas de los 

individuos”[27]. 

  

16. Finalmente ha señalado que “existe una relación inversamente proporcional entre la 

mayor o menor libertad en los espacios y el nivel de control de la conducta para fines 

preventivos que justifica la intromisión en la intimidad de las personas, siempre que no afecte 

la dignidad humana o que resulte desproporcionadamente lesiva para los derechos 

fundamentales: los espacios semi-públicos, cuentan con menores limitaciones a las 

libertades individuales, pero, por lo mismo, hay mayor tolerancia al control y vigilancia 

sobre las conductas de las personas con el fin de evitar y prevenir situaciones de riesgo ya 

que las repercusiones sociales son mayores; por el contrario, a pesar de las reglas y 

restricciones en los espacios semi-privados, el hecho de que se trate de lugares en los que 

las personas realizan actividades cotidianas, como el estudio o el trabajo, o que sean 

espacios en los que son menores los efectos sociales de las conductas desplegadas por los 

sujetos, limita las intromisiones a la intimidad.”[28]. 

  

17. De esta manera, se concluye que el derecho a la intimidad es una garantía fundamental 

protegida por el Estado, la cual implica el ejercicio de la libertad, adecuada a los lugares 

donde se desarrollan los actos del comportamiento humano y la influencia social sobre tales 

espacios. 

  

La autonomía personal y el respeto por la intimidad sexual 

  

18. La jurisprudencia constitucional ha explicado[29] que el derecho a la autonomía personal 

es una garantía que se deriva de varios principios constitucionales como el pluralismo 

jurídico (art. 1º C.N.), el libre desarrollo de la personalidad (art. 16 C.N.), el derecho a la 

autodeterminación (art. 9 C.N.) y del derecho a la dignidad humana (art. 1º C.N.). 
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19. En este sentido se ha advertido que el principio de autonomía se erige como una garantía 

de que los ciudadanos pueden tomar decisiones, en tanto no afecten derechos de terceros, a 

partir del reconocimiento de su capacidad de reflexión sobre sus propias preferencias, deseos, 

valores ideales y aspiraciones.[30] 

  

20. Adicionalmente, la Corte también ha enfatizado[31] en que la toma de decisiones que 

supone la autonomía, y la reflexión que ella conlleva, se basa en un profundo respeto por el 

principio de libertad. De manera que la autonomía implicaría una doble dimensión: (i) el 

valor de llevar una vida de acuerdo con las propias decisiones, y (ii) el valor de decidir sin 

limitaciones externas de otros. 

  

21. Ahora bien, en relación con el derecho a la intimidad, la jurisprudencia constitucional 

ha recabado en que el Estado tiene el deber de respetar aquellas decisiones de los individuos 

que tengan como fundamento su condición de seres libres y autónomos, siempre que tales 

decisiones no comprometan el goce de los derechos de otras personas.[32] 

  

22. Al aceptar que la autonomía personal es una condición de la dignidad humana de todos 

los ciudadanos, aquella adquiere el estatus de garantía, lo que supone que las personas pueden 

adoptar ciertas actitudes o adoptar las posiciones personales en virtud de su autonomía. Dicho 

reconocimiento se extiende al ámbito de la intimidad. La intimidad entendida como derecho 

conlleva al respeto de las diferentes conductas que las personas consideran, se corresponden 

con sus convicciones. 

  

23. Como se puede apreciar, en la protección de la intimidad es esencial la noción de respeto, 

entendido particularmente como respeto por la manifestación de las prácticas que se 

corresponden con las propias creencias, las cuales son indisponibles para terceros, pues hacen 

parte del espacio íntimo, el espacio de la autonomía. 

  

24. Ahora bien, específicamente sobre el derecho a la intimidad sexual, la jurisprudencia 

también ha tenido la oportunidad de realizar algunas consideraciones. 

  

25. En términos de la doctrina constitucional, el derecho a la intimidad sexual excluye la 

“imposición perfeccionista de comportamientos sexuales exigidos por una concepción del 

bien diferente a la que el sujeto ha elegido libremente.”[33] Y las posibles limitaciones de este 
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ámbito de la conducta sexual de los ciudadanos está prohibida, pues hace parte de su 

autonomía, salvo que implique la afectación de los derechos de terceros. 

  

26. En particular, la protección del derecho a la intimidad sexual está ligado al de la dignidad, 

entendida no sólo dentro del ámbito del respeto de las decisiones de los 

individuos, pero sobre todo del respeto de las consecuencias de las decisiones que se toman. 

  

27. Bajo tal entendido, la jurisprudencia de esta Corte ha concluido que los eventuales límites 

al derecho a la intimidad sexual, adoptados mediante alguna regulación jurídica, se traducen 

en que: (i) se puede restringir las conductas sexuales que atenten contra la autonomía y la 

intimidad de terceros, y (ii) no se podrá adjudicar consecuencias jurídicas restrictivas según 

el gusto, la tendencia o cualquier manifestación práctica de la sexualidad, pues esto pertenece 

a la esfera inviolable del proyecto de vida íntima.[34]  

2.2. Procedibilidad de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia 

2.2.1. Acción de tutela contra particulares cuando existe una relación de indefensión 

Esta Corporación ha señalado reiteradamente,[9] con fundamento en el artículo 86 Superior 

y el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, que la acción de tutela procede contra particulares 

en alguna de las siguientes circunstancias: (i) cuando el particular presta un servicio público; 

(ii) cuando la conducta del particular afecta grave y directamente el interés colectivo y, (iii) 

cuando el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión frente al particular. 

La última situación señalada, hace referencia al supuesto en el que, debido a las 

circunstancias fácticas concurrentes, una persona se encuentra impotente o sometida en 

relación con otra y, por tanto, se halla en la imposibilidad de defender sus derechos.[10] 

Desde sus primeros estudios, esta Corporación en la Sentencia T-290 de 1993 indicó que la 

situación de indefensión “(…) no tiene su origen en la obligatoriedad derivada de un orden 

jurídico o social determinado sino en situaciones de naturaleza fáctica en cuya virtud la 

persona afectada en su derecho carece de defensa, entendida ésta como posibilidad de 

respuesta efectiva ante la violación o amenaza de que se trate (...)".[11] 

En este sentido, la Corte Constitucional ha indicado que la indefensión se constituye a raíz 

de  una relación de dependencia de una persona respecto de otra que surge de situaciones de 

naturaleza fáctica. En virtud de estas circunstancias, la persona afectada en su derecho carece 

de defensa, “entendida ésta como la posibilidad de respuesta oportuna, inmediata y efectiva 

ante la vulneración o amenaza de la que se trate”,[12] o está expuesta a una “asimetría de 

poderes tal” que “no está en condiciones materiales de evitar que sus derechos sucumban 

ante el poder del más fuerte”.[13]  

http://www.ramajudicial.gov.co/
mailto:j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-364-18.htm#_ftn34
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-117-18.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-117-18.htm#_ftn10
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-117-18.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-117-18.htm#_ftn12
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-117-18.htm#_ftn13


   

 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DEL ATLÁNTICO 
JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018 

 

RADICACIÓN: 08758-40-03-005-2022-00157-00  

ACCIÒN DE TUTELA  

Accionante: MAGALY RUEDA BARROS 
Accionado: IVON LIÑAN 

Carrera 21 Calle 20 Esquina Palacio de Justicia 

Telefax: 3885005 EXT. 4033 

www.ramajudicial.gov.co  

E-mail: j04prpcsoledad@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Soledad – Atlántico.  Colombia 

 

SICGMA 

De esta manera, el estado de indefensión se manifiesta cuando la persona afectada en sus 

derechos por la acción u omisión del particular carece de medios físicos o jurídicos de 

defensa, o los medios y elementos con que cuenta resultan insuficientes para resistir o repeler 

la vulneración o amenaza de su derecho fundamental, razón por la cual se encuentra inerme 

o desamparada.[14] En cada caso concreto, el juez de tutela debe apreciar los hechos y 

circunstancias con el fin de determinar si se está frente a una situación de indefensión, para 

establecer si procede la acción de tutela contra particulares.[15] 

La Corte ha identificado enunciativamente varias situaciones que pueden dar lugar a la 

condición de indefensión. Así, la Sentencia T-012 de 2012[16] hizo referencia a las siguientes 

circunstancias: “(i) cuando la persona está en ausencia de medios de defensa judiciales 

eficaces e idóneos que le permitan conjurar la vulneración de un derecho fundamental por 

parte de un particular; (ii) quienes se encuentran en situación de marginación social y 

económica; (iii) personas de la tercera edad; (iv) discapacitados; (v) menores de edad; (vi) 

la imposibilidad de satisfacer una necesidad básica o vital, por la forma irracional, 

irrazonable y desproporcionada como otro particular activa o pasivamente ejerce una 

posición o un derecho del que es titular; (vii) la existencia de un vínculo afectivo, moral, 

social o contractual, que facilite la ejecución de acciones u omisiones que resulten lesivas 

de derechos fundamentales de una de las partes como en la relación entre padres e hijos, 

entre cónyuges, entre copropietarios, entre socios, etc. y, (viii) el uso de medios o recursos 

que buscan, a través de la presión social que puede causar su utilización, el que un particular 

haga o deje de hacer algo en favor de otro”. 

En este orden, la jurisprudencia constitucional ha reconocido como una expresión de 

debilidad manifiesta constitutiva de estado de indefensión, la circunstancia fáctica de 

inferioridad que produce la divulgación de información u otras expresiones comunicativas, 

por medios que producen un amplio impacto social y que trasciende del entorno privado en 

el que se desenvuelven los involucrados, como los son los medios de comunicación y las 

redes sociales.[17]  Específicamente, se ha considerado que “la divulgación de fotografías y 

otros objetos comunicativos a través de la red social Facebook configura una situación 

fáctica de indefensión por cuanto la parte demandada tiene un poder amplio de disposición 

sobre estos objetos, así como el control de los medios de publicidad en que aparecen los 

mismos, en cuanto detenta el poder de acceso y el manejo del sitio en el que se realiza la 

publicación.”[18] 

Así las cosas, cuando en el caso concreto el juez constitucional logre evidenciar que quien 

demanda se encuentra en un estado de debilidad manifiesta, es decir, de indefensión frente 

al accionado, la tutela se torna procedente, aunque este último sea un particular. Situación 

que se evidencia cuando se realizan publicaciones a través de internet o redes sociales sobre 

las cuales el demandante o afectado no tiene control. 
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En los casos sometidos a examen de la Corte en esta oportunidad, es evidente que existe una 

relación de indefensión en que podrían haber sido colocados los actores en la situación 

concreta. Lo anterior, pues encuentra la Sala que en ambos asuntos  los accionados se 

valieron de diversos medios de comunicación como el internet y las redes sociales para 

publicar la información que consideran los peticionarios atenta contra sus derechos 

fundamentales. 

En efecto, en el expediente T-6.155.024 las denuncias contra la señora Gloria Patricia 

Mayorga Ariza, en su condición de juez de la República, fueron divulgadas a través de 

internet, en la plataforma de comunicaciones “Garabatos”, y posteriormente compartida en 

la página de Facebook del señor Aldemar Solano Peña, con el propósito de que las mismas 

fueran conocidas por la comunidad.    

Por su parte, en el expediente T-6.371.066 se puede afirmar que la parte demandada goza de 

un significativo manejo sobre la publicación que realizó, referente a la presunta participación 

del accionante en un homicidio, dado que dicha información fue publicada en el muro de su 

perfil personal de Facebook, el cual se presume solo él controla, lo que permite inferir que 

el accionante se enmarca dentro de una situación de indefensión. 

En conclusión, en los asuntos objeto de estudio, las modalidades de divulgación utilizadas 

colocaron a los demandantes en una situación fáctica de indefensión frente a los accionados, 

como quiera que se trata de medios de gran impacto y con un amplio espectro de difusión, 

respecto de los cuales los accionantes no pueden desplegar ninguna acción que permita que 

dicha información sea retirada.   

2.2.2. Procedencia de la acción de tutela para la protección constitucional de los 

derechos a la honra, al buen nombre y a la intimidad personal 

La acción de tutela procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial 

idóneo y efectivo para la protección de sus derechos fundamentales o, en caso de existir tal 

recurso judicial, se ejerza como mecanismo transitorio para evitar el acaecimiento de un 

perjuicio irremediable. El carácter subsidiario de esta acción “impone al interesado la 

obligación de desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de 

defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus derechos 

fundamentales (…) y sólo ante la ausencia de dichas vías o cuando las mismas no resultan 

idóneas para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, resulta admisible acudir a 

la acción de amparo constitucional.”[19] 

Para la protección de los derechos al buen nombre, a la honra y a la intimidad personal el 

ordenamiento jurídico cuenta con instrumentos diferentes a la tutela, como lo es la acción 

penal. En efecto, cuando se presenta la lesión de los mencionados derechos fundamentales, 

los delitos de injuria[20] y calumnia[21] permiten preservar la integridad moral de la víctima. 
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 Sin embargo, esta Corporación ha establecido en reiterados pronunciamientos[22] que la 

simple existencia de una conducta típica que permita salvaguardar los derechos 

fundamentales, no es un argumento suficiente para deslegitimar por sí sola la procedencia de 

la acción de tutela, toda vez que: (i) aunque la afectación exista y sea antijurídica, se puede 

configurar algún presupuesto objetivo o subjetivo que excluya la responsabilidad penal, lo 

cual conduciría a la imposibilidad de brindar cabal protección a los derechos del perjudicado; 

(ii) la víctima no pretenda un castigo penal, sino solamente su rectificación; y (iii) la pronta 

respuesta de la acción de tutela impediría que los efectos de una eventual difamación sigan 

expandiéndose y prologándose en el tiempo como acontecimientos reales y fidedignos.[23] 

En este sentido, en la Sentencia T-263 de 1998,[24] la Corte determinó la ineficacia del 

proceso penal para la salvaguarda de los derechos fundamentales al buen nombre y la honra, 

toda vez que “el elemento central del delito de injuria está constituido por el animus 

injuriandi, es decir, por el hecho de que la persona que hace la imputación tenga 

conocimiento (1) del carácter deshonroso de sus afirmaciones, (2) que tales afirmaciones 

tengan la capacidad de dañar o menoscabar la honra del sujeto contra quien se dirigen y 

que con independencia que exista o no animus injuriandi, en materia constitucional, se 

puede producir una lesión”. (Resaltado propio). 

De esta manera, se ha considerado que la acción penal y la de amparo constitucional 

persiguen objetivos diversos, ofrecen reparaciones distintas y manejan diferentes supuestos 

de responsabilidad. 

Teniendo en cuenta lo anterior, en relación con el expediente T-6.155.024 observa la Sala 

que la señora Gloria Patricia Mayorga Ariza instauró una denuncia contra el accionado por 

los delitos de injuria y calumnia. No obstante, el amparo constitucional se erige como 

mecanismo eficaz, idóneo e inmediato para la protección de los derechos fundamentales a la 

honra, a la intimidad y al buen nombre, si se tiene en cuenta que: (i) de llegarse a establecer 

la responsabilidad penal del accionado, ello no repara por sí mismo los derechos 

fundamentales invocados y (ii) el juez penal no goza de las mismas facultades que el juez 

constitucional para impartir las ordenes pertinentes para lograr que cese la vulneración de los 

derechos fundamentales infringidos. 

Por su parte, en el expediente T-6.371.066, aunque el accionante reconoce que podría acudir 

a la Fiscalía a denunciar los hechos que estima vulneran sus derechos fundamentales, 

considera que debido a la congestión judicial no obtendría una resolución pronta y eficaz. Al 

respecto, encuentra la Sala que, tal como lo sostiene el accionante, los mecanismos ordinarios 

de defensa no revisten la rapidez y oportunidad que un caso como el estudiado se demandan, 

puesto que precisamente, el peticionario requiere de una intervención actual e inmediata que 

impida que la situación se siguiera prolongando en el tiempo de forma indefinida, afectando 

no sólo sus derechos sino también poniendo en riesgo los derechos de sus familiares cuya 
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imagen fue publicada, más aún cuando afirma el accionante que las publicaciones 

cuestionadas han dado lugar a recibir por parte de terceras personas amenazas contra su 

integridad y vida. 

De conformidad con lo expuesto, si bien los accionantes cuentan con otros recursos judiciales 

para solicitar que se condene a los accionados por la responsabilidad a la que haya lugar, la 

jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que, en razón a la afectación a los derechos 

a la honra y al buen nombre que se puede causar con las publicaciones de información en 

medios masivos de comunicación, la acción de tutela resulta o, al menos, puede resultar, en 

razón de su celeridad, en el mecanismo idóneo para contener su posible afectación actual. 

2.2.3. El deber de haber solicitado previamente la rectificación de la información 

errónea e inexacta 

El artículo 20 de la Constitución Política establece en su último inciso que “se garantiza el 

derecho a la rectificación en condiciones de equidad”. La Corte Constitucional ha señalado 

que el ejercicio de este derecho necesariamente “conlleva la obligación de quien haya 

difundido información inexacta o errónea de corregir la falta con un despliegue 

equitativo”[25] y “busca reparar tanto el derecho individual transgredido como el derecho 

colectivo a ser informado de forma veraz e imparcial”.[26] 

Esta Corporación ha establecido como requisito de procedibilidad de la acción de tutela la 

solicitud de rectificación previa al particular, el cual resulta exigible respecto de los medios 

masivos de comunicación.[27] 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha desarrollado el contenido y alcance del 

derecho a la rectificación en variados casos de acciones de tutela interpuestas contra medios 

de comunicación, en las que se presentan tensiones entre la libertad de información y prensa 

y los derechos fundamentales a la honra, al buen nombre y a la intimidad. En este sentido, en 

la sentencia T-512 de 1992,[28] la Corte estableció las premisas, que posteriormente serían 

reglas constantes de su jurisprudencia sobre el derecho de rectificación, dentro de las cuales 

se destaca la solicitud previa de rectificación como requisito de procedibilidad de la acción 

de tutela contra el medio de comunicación. De esa forma, en el evento en que se haya afectado 

el derecho al buen nombre o a la honra, el interesado deberá, para acudir a la acción de tutela, 

previamente solicitar al medio responsable rectificar la información errónea, falsa o 

inexacta.[29] 

De igual manera, la Corte Constitucional ha señalado que la solicitud previa de rectificación 

como requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción de tutela en estos casos parte 

de la presunción de buena fe del emisor del mensaje. Esto por cuanto se presume que los 

hechos que sustentan sus opiniones o informaciones son verificables y razonablemente 

contrastados. Sin embargo, la propia Corte ha reconocido que no es posible excluir “la 
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posibilidad de que [el emisor] pueda caer en error”.[30] Por esta razón, según la 

jurisprudencia constitucional, el requisito de la solicitud de rectificación previa “pretende 

dar al emisor de la información la oportunidad de contrastar y verificar por sí mismo si las 

aseveraciones de quien solicita la rectificación son ciertas o, por el contrario, si se mantiene 

en el contenido de la información por él difundida”.[31] 

Si bien la solicitud de rectificación previa como requisito de procedibilidad para el ejercicio 

de la acción de tutela tradicionalmente ha sido exigible a los medios de comunicación 

convencionales, dicho requisito es extensible, en los términos de la reciente jurisprudencia 

constitucional, a otros canales de divulgación de información. En la sentencia T-263 de 2010, 

tras definir el requisito de la rectificación previa para la interposición de la acción de tutela, 

la Corte señaló que la presentación de esta solicitud da lugar a que “el periodista o el medio 

de comunicación – u otra persona que informe, debido a la amplitud tecnológica que hoy se 

presenta con recursos como el Internet -, tiene el deber de responder si se mantiene o 

rectifica en sus aseveraciones” (subrayas fuera de texto). 

Esta premisa es compatible con el alcance de la libertad de expresión en internet definido por 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional. Al respecto, en la sentencia T-550 de 

2012,[32] con fundamento en la Declaración Conjunta sobre la Libertad de Expresión en 

Internet, la Corte concluyó que “la libertad de expresión se aplica en Internet del mismo 

modo que en otros medios de comunicación, concluyéndose que las redes sociales no pueden 

garantizar un lugar para la difamación, el denuesto, la grosería, la falta de decoro y la 

descalificación”. 

En tal sentido, la solicitud de rectificación previa como requisito de procedibilidad para el 

ejercicio de la acción de tutela es extensible, en los términos de la reciente jurisprudencia 

constitucional, a otros canales de divulgación de información, como por ejemplo en internet 

y las redes sociales, especialmente, cuando por medio de ellos se ejerce una actividad 

periodística. 

Esta carga, debe cumplirse a la luz del criterio de razonabilidad. De esta manera, la Sentencia 

T-593 de 2017[33] indicó que la rectificación puede solicitarse por medio de un mensaje 

interno ‘in box’ o un comentario en la publicación, de conformidad con las características 

propias de la red social utilizada para la emisión del mensaje. Además se precisó que “en 

todo caso, la exigencia de este requisito no puede dar lugar a limitar injustificadamente el 

ejercicio de la acción de tutela en aquellos casos en que no sea posible contactar o localizar 

al autor del mensaje, para efectos de solicitar la rectificación”. 

En atención a lo anterior, observa la Sala respecto al expediente T-6.155.024, que en la 

impugnación presentada contra la decisión de tutela de primera instancia, la accionante 

manifiesta que su apoderado judicial solicitó al accionado a través de un comentario en el 

muro de Facebook donde se encuentra compartida la publicación cuestionada que rectificara 
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la información errónea y falsa, para lo cual lo invitó al despacho judicial que preside la 

accionante con el fin verificar los informes, investigaciones y documentos referentes  a las 

denuncias por él expuestas en el artículo publicado.[34] 

Ahora bien, cuando la información que se estima inexacta o errónea no es difundida por los 

medios sino por otro particular, la previa solicitud de rectificación ante el particular 

responsable de la difusión no es exigida como presupuesto de procedencia de la acción de 

tutela. Al respecto, la Sentencia T-110 de 2015[35], reiteró que: 

  

“El numeral 7º del artículo 42 del decreto 2591 de 1991, señala que la tutela 

procede contra acciones u omisiones de particulares ‘cuando se solicite 

rectificación de informaciones inexactas o erróneas’, pero el Juzgado de 

instancia indicó que esta solicitud procede siempre y cuando la difusión de la 

información que se considera inexacta o errónea haya sido difundida por un 

medio de comunicación social, mas no en otros supuestos. La jurisprudencia de 

la Corte Constitucional, efectivamente, ha circunscrito la exigencia consistente 

en elevar una previa solicitud de rectificación a los casos de informaciones 

difundidas por los medios masivos de comunicación social. De este modo, 

cuando la información que se estima inexacta o errónea no es difundida por los 

medios, sino por otro particular, no cabe extender un requisito expresamente 

previsto en el artículo 20 superior para otra situación y, por consiguiente, la 

previa solicitud de rectificación ante el particular responsable de la difusión no 

es exigida como requisito de procedencia de la acción de tutela.” 

En este orden, en relación con el expediente T-6.371.066, el amparo no fue invocado en 

contra de un medio de comunicación sino en contra de un particular que tampoco cumplía 

la función de informar, sino que difundió un mensaje que el accionante considera lesivo a 

sus derechos, por lo que la solicitud de rectificación previa no es requisito de procedencia 

de la acción. 

2.3. Los derechos a la intimidad, honra, al buen nombre y a la imagen. Reiteración de 

jurisprudencia. 

Los derechos fundamentales a la intimidad, la honra, al buen nombre y la imagen gozan de 

amplia protección constitucional. 

2.3.1. El artículo 15 de la Constitución Política reconoce el derecho a la intimidad personal 

y familiar, y establece expresamente el derecho de todas las personas a su buen nombre y el 

deber del Estado de respetar y hacer respetar esos derechos. 

En relación con el derecho a la intimidad, la Corte Constitucional ha sostenido que el objeto 

de este derecho es “garantizar a las personas una esfera de privacidad en su vida personal 
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y familiar, al margen de las intervenciones arbitrarias que provengan del Estado o de 

terceros” y que “la protección frente a la divulgación no autorizada de los asuntos que 

conciernen a ese ámbito de privacidad” forma parte de esta garantía.[36] 

De igual manera, esta Corporación  ha señalado que el derecho a la intimidad  “permite a las 

personas manejar su propia existencia como a bien lo tengan con el mínimo de injerencias 

exteriores” y que la protección “de esa esfera inmune a la injerencia de los otros –del Estado 

o de otros particulares” es un “prerrequisito para la construcción de la autonomía individual 

que a su vez  constituye el rasgo esencial del sujeto democráticamente activo”.[37] 

En ese orden de ideas, el área restringida que constituye la intimidad “solamente puede ser 

penetrada por extraños con el consentimiento de su titular o mediando orden dictada por 

autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y de conformidad con la Constitución y 

la ley”.[38] 

La jurisprudencia constitucional[39] ha indicado que el derecho a la intimidad tiene como 

sustento cinco principios que garantizan la protección de la esfera privada frente a injerencias 

externas injustificadas, a saber: (i) libertad, hace referencia a que sin existir obligación 

impuesta por parte del ordenamiento jurídico o sin contar con el consentimiento o 

autorización del afectado, los datos de una persona no pueden ser divulgados, ni registrados, 

pues de lo contrario, se constituye una conducta ilícita; (ii) finalidad, en virtud del cual la 

publicación o divulgación de los datos personales solo puede ser permitida si con ello se 

persigue un interés protegido constitucionalmente como el interés general en acceder a 

determinada información; (iii) necesidad, implica que los datos o información que se va a 

revelar guarden relación con un soporte constitucional; (iv) veracidad, por lo que se 

encuentra prohibida la publicación de información personal que no se ajuste a la realidad o 

sea incorrecta; y (v) la integridad, que indica   que no puede evidenciarse parcialidad o 

fragmentación en los datos que se suministran, es decir, que la información debe ser 

completa. 

La sujeción a los principios antes señalados va a permitir una legítima divulgación de la 

información personal al igual que va a garantizar que el proceso de publicación y 

comunicación sea el adecuado.[40] 

Por su parte, esta Corporación ha indicado que el derecho a la intimidad comprende múltiples 

y diversos aspectos de la vida de la persona, incluyendo no solo la proyección de su imagen, 

sino también la reserva de sus distintos espacios privados en los cuales solo recae el interés 

propio. En efecto, la Corte ha sostenido que: 
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“(…)constituyen aspectos de la órbita privada,  los asuntos circunscritos a 

las  relaciones  familiares de la persona,  sus costumbres y prácticas sexuales, 

su salud, su domicilio, sus comunicaciones personales, los espacios limitados y 

legales para la utilización  de datos a nivel informático, las creencias religiosas, 

los secretos profesionales y en general  todo "comportamiento del sujeto  que 

no es conocido por los extraños  y que de ser conocido originaría críticas  o 

desmejoraría la apreciación" que  éstos tienen de aquel.”[41] 

Esos diversos aspectos que comprende el derecho a la intimidad se pueden identificar en 

distintos grados, que además del personal y familiar, cobijan también el social, el cual se 

traduce en las interacciones e interrelaciones con las demás personas en sociedad, incluyendo 

el ámbito laboral y público. 

En relación con los grados que se pueden identificar en el derecho fundamental a la 

intimidad, se ha afirmado que:  

“Dichos grados de intimidad se suelen clasificar en cuatro distintos niveles, a 

saber: la intimidad personal, familiar, social y gremial (C.P. art. 15). La 

primera, alude precisamente a la salvaguarda del derecho de ser dejado sólo y 

de poder guardar silencio, es decir, de no imponerle a un determinado sujeto, 

salvo su propia voluntad, el hecho de ser divulgados, publicados o fiscalizado 

aspectos íntimos de su vida. La segunda, responde al secreto y a la privacidad 

en el núcleo familiar, una de cuyas principales manifestaciones es el derecho a 

la inmunidad penal, conforme al cual, “nadie podrá ser obligado a declarar 

contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro 

del cuarto grado de consaguinidad, segundo de afinidad o primero civil”. La 

tercera, involucra las relaciones del individuo en un entorno social 

determinado, tales como, las sujeciones atenientes a los vínculos labores o 

públicos derivados de la interrelación de las personas con sus congéneres en 

ese preciso núcleo social, a pesar de restringirse -en estos casos- el alcance del 

derecho a la intimidad, su esfera de protección se mantiene vigente en aras de 

preservar otros derechos constitucionales concomitantes, tales como, el derecho 

a la dignidad humana. Finalmente, la intimidad gremial se relaciona 

estrechamente con las libertades económicas e involucra la posibilidad de 

reservarse -conforme a derecho- la explotación de cierta información, siendo, 

sin lugar a dudas, uno de sus más importantes exponentes, el derecho a la 

propiedad intelectual (C.P. art. 61).”[42] 

2.3.2.  Por su parte, el derecho al buen nombre hace referencia al concepto que se forman los 

demás sobre cierta persona. De esta manera, la jurisprudencia de esta Corte ha definido el 

derecho al buen nombre como “la reputación, o el concepto que de una persona tienen los 
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demás” y “la estimación o deferencia con la que, en razón a su dignidad humana, cada 

persona debe ser tenida por los demás miembros de la colectividad que le conocen y le 

tratan”.[43] 

  

Este derecho puede ser vulnerado tanto por autoridades públicas como por particulares, lo 

cual ocurre cuando se divulga información falsa o errónea, o se utilizan expresiones ofensivas 

o injuriosas, lo que conlleva a que la reputación o el concepto que se tiene de la persona se 

distorsionen, afectando también su dignidad humana.[44] 

En este sentido, la Sentencia T-1095 de 2007 indicó: “La vulneración del derecho al buen 

nombre puede provenir de una autoridad pública, pero es incuestionable que algunos 

comportamientos de particulares llegan también a afectarlo y habrá de acudirse a lo 

determinado en el artículo 86 de la Constitución”.[45] 

Al respecto, la Corte ha sostenido que:  

“En suma, el derecho al buen nombre debe ser objeto de protección 

constitucional cuando se divulgan públicamente hechos falsos, tergiversados 

o tendenciosos sobre una persona, con lo cual se busca socavar su prestigio o 

desdibujar su imagen, por consiguiente para constatar una eventual 

vulneración al buen nombre es preciso examinar el contenido de la 

información, y evaluar si es falsa o parcializada o si adjudica a determinadas 

personas actividades deshonrosas que le son ajenas. Para el mismo efecto 

resulta imprescindible establecer si las expresiones cuestionadas 

corresponden al ejercicio de la libertad de información o se inscriben en el 

ámbito de la libertad de opinión.”[46] 

En esa medida, al estudiar casos relacionados con la vulneración al buen nombre de una 

persona, el juez de tutela debe analizar la situación fáctica que se le presenta, dado que este 

derecho guarda una estrecha relación con la dignidad humana y, por ende, al evidenciar los 

elementos previamente mencionados, debe proceder al restablecimiento y protección del 

derecho. 

 2.3.3. En relación con el derecho a la imagen, la Corte Constitucional ha señalado que este 

es “el derecho de toda persona al manejo de su propia imagen” que comprende “la 

necesidad de consentimiento para su utilización” y que constituye “una expresión directa 

de su individualidad e identidad”.[47] En este sentido, se ha establecido que la imagen de una 

persona no puede ser utilizada o manipulada por terceros de manera libre,[48] lo que implica 

que para que otros puedan utilizarla se requiere el consentimiento del titular del derecho. 
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En cuanto a la disposición de la propia imagen por terceros, esta Corporación ha sostenido:  

“Una consideración elemental de respeto a la persona y a su dignidad impiden 

que las características externas que conforman su fisonomía o impronta y que 

la identifican más que cualquiera otro signo externo en su concreta 

individualidad, puedan ser objeto de libre disposición y manipulación de 

terceros”.[49] 

Bajo esa línea, la jurisprudencia constitucional ha señalado que todos los aspectos referentes 

con el derecho a la imagen de la persona, incluyendo su disposición, están relacionados 

también con la garantía del libre desarrollo de la personalidad, toda vez que hacen parte de 

la autodeterminación del sujeto. Sumado a que, como derecho autónomo, este se encuentra 

ligado a la dignidad de la persona y, en esa medida, puede verse afectado cuando se presenta 

una vulneración en contra de las garantías al buen nombre, a la intimidad y a la honra.[50] 

En virtud de lo anterior, se colige que, para la utilización de la imagen por parte de terceros, 

se requiere el correspondiente consentimiento del titular, por lo que, de presentarse, entre 

otras, apropiaciones, publicaciones o reproducciones injustificadas se estaría atentando 

contra este derecho. Así, la Corte ha indicado que:  

“En suma, el derecho a la propia imagen, a partir de los diversos aspectos 

desarrollados por la jurisprudencia constitucional, (i) comprende la necesidad de 

consentimiento para su utilización, (ii) constituye una garantía para la propia imagen 

como expresión directa de la individualidad e identidad de las personas, (iii) constituye 

una garantía de protección de raigambre constitucional para que las características 

externas que conforman las manifestaciones y expresiones externas de la individualidad 

corporal no puedan ser objeto de libre e injustificada disposición y manipulación de 

terceros, (iv) es un derecho autónomo que puede ser lesionado junto con los derechos 

a la intimidad, a la honra, al buen nombre de su titular, y cuyo ejercicio está 

estrechamente vinculado a la dignidad y libertad de la persona, (v) implica la garantía 

del manejo sobre la propia imagen cuyo ejercicio se traduce en una manifestación de 

la autodeterminación de las personas, y (vi) exige que las autorizaciones otorgadas 

para el uso de la propia imagen en el marco de la libertad en las relaciones 

contractuales no sean entendidas como una renuncia al derecho mismo.”[51]  

En estos términos, se entiende que la imagen como derecho autónomo, es también 

personalísimo, estrechamente ligado con la dignidad humana y el desarrollo de la 

personalidad. En consecuencia, a menos que se encuentre dentro de los límites consagrados 

y legítimos, requiere de autorización por parte del titular para que quepa su disposición por 

parte de terceros y su lesión también puede estar vinculada a la vulneración de los derechos 

al buen nombre, intimidad y honra.  
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Esta Corporación en la Sentencia T-260 de 2012,[52]  abordó el tema relacionado con los 

riesgos para los derechos fundamentales como la protección de datos y la intimidad y por la 

utilización de la imagen en las redes sociales. En dicha oportunidad, se indicó que, si bien en 

estos espacios deben regir normas similares a los medios no virtuales, acceder a estos implica 

un riesgo mayor para las garantías fundamentales pues, la posibilidad de hacer pública 

información y datos personales a través de perfiles creados por quienes las utilizan, implica 

un mayor de vulnerabilidad de los derechos antes mencionados.  

Lo anterior, toda vez que la gran capacidad con que cuentan las redes sociales para 

comunicar, divulgar, difundir y compartir información, gracias a potentes herramientas para 

su intercambio, análisis y procesamiento, alcance del cual los usuarios no son conscientes al 

momento de comenzar a utilizarlas, hacen que la intimidad de la persona se encuentre cada 

vez más expuesta y, por ende, exista una mayor vulnerabilidad respecto de los derechos 

fundamentales relacionados con la misma.  

En relación con el tema específico de la red social Facebook, la decisión antes mencionada 

advirtió que el riesgo de afectación de los derechos fundamentales puede originarse incluso 

desde un primer momento, cuando el usuario comienza a utilizar el servicio a través del 

registro y no solo durante su permanencia en la plataforma, sino también una vez decida 

abstenerse de seguir participando en ella; conllevando así, que el riesgo se perpetre no solo 

respecto de los usuarios que se encuentran activos en dicha red social, pues existe la 

posibilidad de que, además de estos últimos, terceros no participantes también tengan acceso 

y  utilicen la información que allí se publica.  

Así, la transgresión más clara que se puede presentar a través de Facebook deriva de la 

publicación de videos, mensajes, fotos, estados y la posibilidad de realizar y recibir 

comentarios de la importante cantidad de usuarios de la plataforma, lo que trae consigo la 

eventualidad de que terceros tengan acceso a la propia información.  

En efecto, en la citada decisión, la Corte señaló que dentro de los posibles riesgos a los que 

se está expuesto al ser usuario de las redes sociales, se encuentra entre otros, el siguiente: 

“Los datos personales pueden ser utilizados por terceros usuarios malintencionados de forma ilícita. 

Existe la posibilidad de que traten y publiquen en la red información falsa o sin autorización del 

usuario, generando situaciones jurídicas proseguibles que pueden llegar a derivarse de este 

hecho.”[53]  

Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la protección a la imagen 

también se aplica a las redes sociales incluyendo el restablecimiento del derecho cuando se 

está haciendo un uso indebido de ella, se publica sin la debida autorización del titular o 

simplemente la posibilidad de excluirla de la plataforma, pues, como se mencionó 

anteriormente, tanto la imagen como su disposición se encuentra íntimamente ligada al libre 
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desarrollo de la personalidad, así como a la dignidad humana como expresión directa de la 

identidad de la persona.[54] 

De lo anterior se colige que si bien redes sociales como Facebook implican un mayor riesgo 

de vulnerabilidad de derechos fundamentales al buen nombre, a la intimidad y a la imagen, 

no quiere decir que el uso de dichas plataformas implique una cesión de tales garantías y, en 

consecuencia, la libre y arbitraria utilización de los datos, ya sea videos, fotos y estados, entre 

otras, ni tampoco la publicación de cualquier tipo de mensaje, dado que, como se ha venido 

reiterando, la protección y límites de la libertad de expresión por medios de alto impacto 

también aplican a medios virtuales.  

ANALISIS DEL CASO CONCRETO   

 

En el caso bajo estudio, manifiesta el accionante que el pasado 27 de febrero sobre las 5:08 

p.m., su menor hijo, se encontraba jugando futbol en una zona del parque de niños, toda vez 

que la Constructora del Conjunto no ha realizado la entrega de las zonas de juegos deportivos 

(canchas) cuando al parecer accidentalmente la pelota golpeo la ventana de la casa 42 y 

también las tejas del salón de juegos para los niños. 

La accionada sin mediar comunicación alguna con la accionante, publicó una fotografía de 

nuestro hijo en el chat del Conjunto, estigmatizándolo y sometiéndolo al escarnio público. 

Que procedieron a corregir al niño para que no jugara en ese espacio y procedieron a indicar 

el mismo chat que si había lugar a pagar algún daño causado se les informara y por supuesto, 

a solicitar que se borrara la foto del niño toda vez que no es permitido publicar fotos de los 

menores de edad sin autorización de los padres.  

La accionante, ratificó en el chat su comentario e insiste en el incidente y se niega a retirar la 

foto del menor. 

Que su hijo se encuentra trise ya que sus amigos se burlan porque le tomaron foto, el mal 

proceder de la accionante abrió la puerta a que los demás niños le hagan bullying para este 

tema. 

 

A su turno la accionada señora IVON LIÑAN, manifestó en su contestación que el pasado 

domingo 27 de febrero del presente año, siendo las 5:08 pm se encontraba con su señora 

madre viendo una película, cuando de repente escuchamos un ruido fuerte del golpe que 

ocasionaron un grupo de niños golpeando la pared, el techo, las lámparas del salón comunal 

y la ventana de su vivienda haciendo el respectivo llamado de atención a los niños, quienes  

siguieron con el juego y la burla ante las recomendaciones dadas, que teniendo en cuenta que 

fue sometida a burla por parte de los menores procedió a tomarle una foto con el único 

objetivo que los niños y adolescentes pararan el juego y de la misma manera la publique en 

el grupo interno de WhatsApp que tenemos en el conjunto para que los padres reconocieran 

a sus hijos y les hicieran las recomendaciones pertinente. Que la misma no fue hecha con el 

ánimo de violarles los derechos a la intimidad de los niños ni para exponerlos al escarnio 

público como se plantea en la tutela, siendo que no escribí nombres propios, ni expuso el 

número de la casa, puede enfatizar y recalcar que somos nuevos de vivir en el conjunto por 

ende no conozco los niños ni sus nombres, tampoco conoce a sus padres, ni mucho menos 

las viviendas de cada uno, es por eso que tomó la iniciativa de compartirlo en el grupo de 
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WhatsApp del conjunto siendo que es el medio de comunicación que tenemos como 

comunidad.   

Conforme a los hechos expuestos por las partes, y de la prueba obrante dentro del plenario 

encuentra el despacho que no se observa que las imágenes de menores de edad hayan sido 

empleadas en el contexto de las publicaciones de las que se duele la actora, como tampoco 

se aprecia que en momento alguno se haya hecho mención o siquiera una mínima insinuación 

acerca del hijo de la accionante. 

 

Ahora, si en caso tal, la presente fotografía, hubiera sido “viral”, o estuviera fuera de esta 

App y hubiera sido puesta en otras redes sociales, atentando contra el menor, ello sólo debería 

ser reprochado si se llegara a utilizar tales imágenes con un ánimo malicioso, irrespetuoso o 

lesivo de sus derechos fundamentales.  

Pero, no está probado que la accionada haya usado fotos del hijo de la accionante en la 

publicación que difundió específicamente, ni que los haya involucrado de alguna manera en 

alguna polémica en la red social que se viene examinando, pues la foto no es clara, se ven 

varios niños involucrados, caminando, sin que su rostro sea visible, de suerte que no se 

vislumbra una colisión de derechos fundamentales en este sentido. 

En virtud del principio de subsidiariedad como requisito de procedibilidad de la acción de 

tutela, esta Corporación ha sostenido que en los casos en que existan medios judiciales 

ordinarios de protección al alcance del actor, el amparo será procedente si el juez 

constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no 

son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos 

presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere del amparo constitucional como 

mecanismo transitorio, puesto que, de lo contrario, se configuraría un perjuicio irremediable; 

y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es un sujeto de 
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JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO 

CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 

MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL ACUERDO 

PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018.- 

Constancia: El anterior auto se notifica por anotación en 
Estado No. ___ En la secretaría del Juzgado a las 8:00 A.M 

Soledad, 

 

__________________ 
LA SECRETARIA 

especial protección constitucional. Situación que no es la que se origina conforme a los 

hechos de tutela.  

En consecuencia, al no constatarse vulneración alguna de los derechos de los niños, se negará 

también en cuanto a este aspecto la tutela invocada por la accionante MAGALY RUEDA 

BARROS contra la señora IVON LIÑAN. 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, 

TRANSFORMADO TRANSITORIAMENTE A JUZGADO CUARTO DE 

PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÙLTIPLES DE SOLEDAD POR EL 

ACUERDO PCSJA18-11093 DE 19 DE SEPTIEMBRE DE 2018, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Constitución. 

 

RESUELVE: 

PRIMERO: NO TUTELAR la acción de tutela presentada para el amparo del derecho 

fundamental de petición invocado por el accionante MAGALY RUEDA BARROS contra 

IVON LIÑAN, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE este fallo a los interesados y al defensor del pueblo 

personalmente o por cualquier otro medio expedito 

 

TERCERO: DECLARAR que contra el presente fallo procede IMPUGNACIÓN, conforme 

a los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1.991.- 

 

CUARTO: SI no fuere impugnado el presente fallo, remítase la actuación a la 

HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, en los términos y para los efectos del inciso 

2 del artículo 31 del Decreto 2591 de 1.991.-  

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE. 

 

 

 

MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL 

JUEZ  
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